Fernando Otero Lourido (APROMAR)
LA PROTECCIÓN SANITARIA
EN LA NUEVA LEY DE PESCA Y ACUICULTURA DE CHILE
	LA NUEVA LEY



El día 08.04.2010 el Diario Oficial de la República de Chile publicó la Ley nº 20.434 del Ministerio de Economía y Fomento, que modifica la Ley General de Pesca y Acuicultura en materia de acuicultura, reformando sustancialmente el texto normativo hasta ahora vigente, que en su versión original data de 1989. 
Siguiendo la técnica de actualización parcial que se ha venido aplicando a esa norma desde su promulgación (ha sido retocada por ley en 41 ocasiones), el legislador ha optado también en esta última reforma por conservar en parte la antigua Ley con las modificaciones oportunas, añadiendo al efecto gran número de preceptos que la han reformado sustancialmente.
Centrada prioritariamente en la acuicultura marina en polígonos, el texto promulgado es el resultado de un largo proceso legislativo abierto y participativo, en el que se dio entrada a la práctica totalidad de los sectores más o menos relacionados con la acuicultura, y que de alguna manera vino instado y coordinado de hecho por el subsector acuicultor más afectado, el salmonero.
En concreto, aparte de la representación patronal del salmón y la trucha, tomaron parte en el debate previo el sindicato de trabajadores de la industria salmonera; buzos; cinco organizaciones de pescadores artesanales; talleres de redes; fabricantes de viveros; empresas vinculadas al sector marítimo bajo la asociación “Armasur”; ecologistas (Ecocéanos, Fundación Terram y Océana); asociaciones indígenas del litoral; e instituciones financieras.-
	                CONTEXTO


Aunque como decimos los trabajos preparatorios de la nueva ley databan de varios años atrás, la tremenda crisis sanitaria desencadenada por el episodio de la Anemia Infecciosa del Salmón irrumpió de tal manera que precipitó y modificó sobre la marcha el curso del proceso, a raíz de lo cual la mayor parte del articulado final de la Ley va directa o indirectamente dirigido a reforzar la protección higiénico sanitaria y medioambiental del sistema acuicultor chileno.
_____________

Es bueno aclarar, contra lo que se pudiera pensar, que la normativa pesquera de Chile ya contemplaba muchos años atrás el riesgo de una eventual epidemia acuícola, en mayor medida incluso que la inmensa mayoría de los países de nuestro entorno. 
Valga como ejemplo la sucesiva concatenación de múltiples reglamentos para este sector, o la visión anticipada que podemos hallar en preceptos de la propia Ley de Pesca como su artículo 86 (introducido en la ley nº. 19.079, promulgada en 1991), que ya hace 20 años ordenaba al Ministerio de Marina dictar un reglamento específico que habría de establecer “las medidas de protección y control” dirigidas a [cita textual] :

· “… evitar la introducción de enfermedades de alto riesgo y especies que constituyan plagas;
· aislar su presencia en caso de que éstas ocurran;
· evitar su propagación; 
· y propender a su erradicación”.
“El mismo reglamento –concluía la reforma de 1991— determinará las patologías que se clasifiquen como de alto riesgo”.-
Por tanto, parece que la crisis desatada con la ISA no fue precisamente consecuencia de la falta de normativa, sino de la desafortunada combinación de tres factores:  
· 1)  Aplicación deficiente de los preceptos que ya existían.-  
· 2) Mecanismos de control administrativo prácticamente inexistentes, fiándolo todo a la autorregulación del propio sector.-
· 3)  Exceso de confianza generalizado, sin haberse percatado en la medida necesaria del riesgo inherente a la sobreexplotación de los polígonos bajo determinadas condiciones (lo que está en la base de la ISA, y es precisamente lo que ahora se pretende atajar con medidas como la dispersión, el barbecho coordinado y la limitación de las densidades que introduce la reciente reforma).-
· En este sentido, nos parece significativo el hecho de que el sector salmonero no empezó a tomar medidas serias de autorregulación hasta el año 2006, cuando se vieron obligados a establecer una acción coordinada entre los productores de salmón de la zona de Puerto Montt para organizar la aplicación de tratamientos terapéuticos y la concertación de descansos alternativos de 6 meses de duración, al objeto de propiciar la reducción de la carga en el agua del Caligus, un parásito que les estaba irrogando pérdidas inasumibles.
Pues bien, lo que la nueva ley hace, de hecho, es recoger la demanda de regulación manifestada por el propio sector y darle carta de naturaleza normativa.
Como resultado, en ese crítico contexto de la ISA queda patente la voluntad de la Administración –con el consenso, como decimos, del propio sector acuicultor— de ser rigurosos en la ordenación de la gestión del sector acuicultor, a través de una muy planificada organización y un ulterior control administrativo tanto de los espacios [“zonificación del borde costero”] como de los propios viveros y polígonos, y lo mismo respecto de los ya implantados como de las futuras concesiones, con una clara determinación de focalizar el seguimiento del sector en los aspectos sanitarios y medioambientales, a través de un paquete de medidas que en conjunto van a suponer un desembolso importante para los productores.
En ese sentido, el sector ha estimado que el coste de aplicación de la nueva normativa va a suponer un incremento del 30% en los actuales costes productivos.

_____________________________
	              ALCANCE


Aunque la nueva ley contiene algunas disposiciones de urgencia pensadas para aislar las zonas más afectadas pensando en una aplicación a corto/medio plazo, la inmensa mayoría del nuevo articulado nace con vocación de permanencia, dirigido a completar y reforzar de manera estructural las bases del régimen general de la acuicultura en Chile. 

A tal fin, los nuevos preceptos ahora incorporados fijan de manera rigurosa las prescripciones y prohibiciones básicas que regirán para el sector en las siguientes áreas:

· 1) Clasificación, ordenación y planificación de los espacios que conforman el “borde costero del litoral”, al objeto de establecer los usos autorizables respectivos.-
· 2) Régimen de otorgamiento de concesiones de la actividad acuicultora, centrada prioritariamente en las agrupaciones de concesiones acuícolas.- 

· 3)  Prevención higiénico sanitaria en las agrupaciones de concesiones.-
· 4) Protección medioambiental frente al posible impacto de  explotaciones acuícolas agrupadas.-
Todo ello, pues, focalizado en la acuicultura desarrollada en las agrupaciones de concesiones, que a todas luces es objeto de preocupación para el legislador y fundamenta la articulación de una normativa que pretende ser estricta en esas cuatro materias. 
Porque aunque el nuevo texto introduce también algunas novedades hasta ahora inéditas en aspectos de índole más financiera {*}, se centra muy mayoritariamente en la sostenibilidad ambiental y sanitaria de sector, con constantes referencias a las especies de cultivo no autóctonas.
En todo caso, ese texto amplio y riguroso en la fijación programática de los aspectos sanitarios y ambientales clave, es sólo una primera fase: el desarrollo normativo chileno está ahora mismo en pleno proceso, y se irá completando a medida que se vayan dictando los numerosos reglamentos por materias concretas a los que la propia ley va remitiendo a lo largo de su articulado.
{*}  Como aspectos financieros complementarios también introducidos en la reforma de abril, destacan:

· La libre transmisibilidad de las concesiones y autorizaciones, por cualquier título jurídico admisible en derecho (transferencia total –onerosa o gratuita— de dichos títulos; o bien su simple arrendamiento o cualquier otro negocio jurídico que implique cesión más limitada de derechos sobre las concesiones o autorizaciones).-
· La posible constitución sobre aquéllas del derecho real de garantía hipotecaria (que gravará, pues, una concesión o una autorización administrativa, uniéndose así al derecho de prenda sobre la concesión, que ya existía).-
· La fijación de la duración máxima de las concesiones, que como regla general pasa de ser indefinida a establecer una duración inicial de 25 años, renovables por igual plazo [=25+25]… si bien en cualquiera de ambos tramos, salvo mala práctica ambiental o sanitaria durante la vida de la explotación –por concurrencia de causa legal de caducidad, o si la ½ de los informes ambientales hubieran sido desfavorables—, que de concurrir provocaría la caducidad anticipada o la denegación de la prórroga, según el caso:
“Las concesiones de acuicultura tendrán un plazo de 25 años y se renovarán por igual plazo, a menos que la mitad de los informes ambientales hayan sido negativos; así como no se hayan verificado las causales de caducidad de la presente ley”  (art. 69).-
· Se dispone la promulgación de un estatuto que regule los efectos laborales de la nueva ley, y un estatuto laboral de la acuicultura “a pequeña escala”, al tiempo que introduce un régimen sancionador contra prácticas “antisindicales” y contra los derechos de los trabajadores.-

· Se incrementa significativamente la “patente única de acuicultura” para los centros de cultivo de peces –más o menos equivalente a nuestro canon de ocupación de DPM—, pasando de 2 UTM a 10 UTM por hectárea/año, que además se incrementará en 2 UTM por año a partir de 2010 [ 1 UTM = 37.083 pesos chilenos = 57,2 € (1 € = 647,26 pesos) ].-
· Finalmente, la reforma de 2010 sienta la prohibición de que un mismo concesionario ostente más del 20% del total de la superficie concesible en una región.-
	LA OPERATIVA DEL SECTOR EN LA NUEVA LEY ( AGRUPACIONES DE                               CONCESIONES:  Delimitación y objetivos


La nueva legislación da por sentado un hecho: la acuicultura marina en Chile se desarrolla y seguirá desarrollándose en agrupaciones de concesiones de cultivos marinos de peces generalmente no autóctonos. Nos referiremos a ellas en adelante como polígonos.
¿Cuál es el concepto legal de polígono? La ley articula el polígono acuícola como un conjunto de instalaciones de acuicultura pertenecientes a distintos concesionarios, que se hallan en una determinada área marítima apta para el ejercicio de la actividad acuicultora, y que presentan características epidemiológicas, oceanográficas, operativas y geográficas comunes que justifican su manejo sanitario coordinado desde la Administración (ex art. 2º., nº 52, Ley 20.434/2010).
Un manejo que ya en el mismo precepto que formula esa definición, el art. 2º., inmediatamente menciona los tres principios que regirán en adelante la actividad: 
· Fijación de períodos de descanso coordinados y obligatorios; 
· medidas profilácticas; 
· control de los tratamientos terapéuticos. 

Cada uno de esos principios se subdivide a su vez en paquetes de medidas concretas, que la ley sólo apunta y serán desarrollados en los futuros reglamentos.

Pero ya queda claro que la visión de los nuevos preceptos es que esa unidad viene aglomerada por dos componentes, el sanitario y el medioambiental, muy engarzados entre sí, y cuya superior protección va a condicionar el resto de la normativa y la vida de la explotación.

En esquema:

  P O L Í G O N O S  

[“agrupaciones de concesiones”]
   C R I T E R I O S

  a)  De delimitación:                                                        b)  De ordenación:                                                                                                                   

Misma área marítima/geográfica                          Planificación general + E.I.A.indiv.
             +                        oceanográficas                                   M e d i d a s     

            Iguales característ.      epidemiológicas                                                            Ambientales
                                                         operativas

                                                                                              Operativas                                Profilácticas                                              
                                                                       Distancias    Densidades    Descansos                                                                                                                                                   

                      Ulterior concreción reglamentaria             Terapéuticas                                             
                 Régimen de control y sanción reforzado
	El componente grupal y unitario de la nueva regulación es pues determinante. Y supone un tránsito, un nuevo enfoque de la actividad:  la lectura conjunta de la reforma evidencia que el núcleo o centro del sistema normativo chileno ha pasado del vivero individual a la agrupación de concesiones, que se constituye, como una entidad unitaria, en objeto y en destinatario de las prescripciones y prohibiciones establecidas en la nueva regulación.

Es decir, vemos que en general el legislador no está ya contemplando un vivero o una concesión como “jugador” en el sistema, sino una agrupación completa. 
Bien pensado es una conclusión lógica, en la medida en que :

· Es el polígono lo que ocupa una zona del mar                                por tanto, el polígono va a ser sopesado globalmente, p.ejº. para delimitar su superficie máxima o fijar su distancia respecto de otros usos;

· respira y vierte como conjunto                               los valores orgánicos del conjunto serán pues los tenidos en cuenta para autorizar o rechazar un asentamiento en una ecorregión determinada; fijar los límites de emisión; determinar la biodensidad máxima asignada al polígono; o decretar el cierre al otorgamiento de más concesiones en función de la lesiva interacción con el medio que se pueda detectar en un momento dado;


· es una fuente de riesgo para sus ocupantes                                    en consecuencia, la nueva ley dota a la agrupación de una cierta entidad jurídica propia en materia sanitaria y medioambiental, otorgándole la facultad de “acordar condiciones sanitarias y ambientales adicionales a las establecidas en virtud de los reglamentos de esta ley … que sean específicas para la agrupación respectiva”. 
Lo que la ley hace es, como decíamos al principio, dar carta de naturaleza preceptiva a la voluntad autorregulatoria del sector, el más interesado en controlar los focos de carga potencialmente lesiva derivados de la actividad. Constituídos así en asamblea de titulares de las concesiones integradas en el polígono, los propios productores adoptarán los acuerdos de fijación de prácticas concertadas en el ámbito sanitario y ambiental por mayoría simple, a cuyo fin cada concesionario ostentará un voto. 

Esto supone, ni más ni menos, que la ley ha creado una norma de extensión en materia sanitaria y ambiental, que va a obligar también a los titulares disidentes a observar las mejoras ambientales y/o sanitarias acordadas por la mayoría de la entidad Polígono a la que pertenece. 
En definitiva, un enfoque comunitario en toda regla del “barrio” o agrupación.
______________________________
PRESCRIPCIONES LEGALES HIGIÉNICO – SANITARIAS


	1. CARACTERIZACIÓN PRELIMINAR DEL ÁREA APTA PARA USO ACUÍCOLA EN FUNCIÓN PRIORITARIA DE SUS CONDICIONANTES SANITARIOS Y MEDIOAMBIENTALES

Con la doble intención de atajar en origen una nueva proliferación incontrolada de episodios patológicos y minimizar el impacto ambiental de la agrupación de concesiones, la ley ordena que las medidas de prevención den comienzo ya en la fase previa al inicio de la explotación e incluso a la solicitud individual de concesión.

Para ello, establece dos disposiciones al respecto, a desarrollar en sendas fases sucesivas dentro del proceso de regulación del sector en el que está afanado el país:
· a)  Una genérica: la formulación de la “zonificación del borde costero”, proceso que concluirá en un decreto supremo en el cual se clasificarán las aguas costeras por zonas, y se ordenarán y planificarán los usos respectivamente autorizables en cada una de ellas, en una planimetría que identificará las distintas áreas con sus lindes, usos, condiciones, restricciones y prohibiciones. 
______________________

· Vid.: 1) Sobre los usos en general: Decreto supremo del Mº. de Defensa nº. 475/95, que fija la “política nacional de uso del borde costero”.- 
2) En relación con los emplazamientos excluídos de uso acuícola por la reforma: siguiente aptdo. “distancias mínimas…”.- 

La ley deja abierta así la vía para que el ulterior decreto dé entrada al enfoque ecosistémico que se viene consolidando entre nosotros como el más idóneo para la planificación territorial, y que habrá de desarrollarse en sucesivas fases:
· 1)  Análisis general de los ecosistemas próximos a la ubicación.-
· Una obligación que grava en adelante a los productores: el nuevo art. 2º., nº. 54), impone a los solicitantes de concesiones y a los titulares de centros de cultivo la redacción y presentación “de un informe … que contenga los antecedentes ambientales, topográficos y oceanográficos del área en que se pretende desarrollar o modificar un proyecto de acuicultura, para someterse al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, cuyos requisitos establecerá el reglamento según el grupo de especies hidrobiológicas y el sistema de producción”.-
· 2)  Valoración de los demás usos concurrentes desde la triple sostenibilidad.-
· 3)  Identificación de los posibles impactos a la luz de la capacidad de carga de la ecorregión en estudio.-
· 4)  Su consiguiente aceptación o descarte como zona apta para la implantación de un polígono.- 

Aceptada una ubicación según la nueva ley, ahí concluirá la fase de zonificación y entrará en juego una ulterior, ya individualizada, dirigida al ajuste de cada proyecto a las condiciones que van a determinar la específica capacidad de absorción del exceso de nutrientes y de compuestos orgánicos –muy variable según el ecosistema—, tal como prevé la Ley en su remodelado artículo 87 b).
· b)  Efectivamente, dentro de la zonificación genérica ya realizada, toda solicitud individual de concesión de acuicultura deberá incorporar una evaluación de impacto ambiental que contenga entre otras especificaciones una “caracterización preliminar del sitio”, que en todo caso habrá de garantizar que el funcionamiento de la explotación “no interfiera en las condiciones aeróbicas del medio” (concepto al que reiteradamente apela la nueva ley como parámetro de calidad de las aguas aledañas a los polígonos). 
A diferencia de otras novedades implantadas por la nueva ley, esta exigencia de caracterización del sitio no es en absoluto novedosa, ni en su concepción teórica [vid. la Guía SGM/FEAP/UICN de Selección y Gestión de emplazamientos para el Mediterráneo], ni en su aplicación práctica. 
__________________________
Sistemas comparados:
· Como ejemplo, Noruega y Feroe han tenido que adoptar ese tipo de valoraciones a raíz de episodios patológicos recientes. 

· En Galicia hemos desarrollado –para la piscicultura marina en tierra— una experiencia pionera en el Plan Acuícola de 2005, para cuya selección de espacios se tuvo en cuenta el conjunto de parámetros susceptibles de interacción ambiental con la actividad, tanto respecto del medio marino como del biotopo y paisaje terrestres (hidrodinámica de la zona receptora del vertido, batimetría, características del lecho marino, bioquímica del agua –nutrientes, contaminantes preexistentes, perfiles de oxígeno, salinidad y temperatura—, capacidad de carga, estudio de impacto sobre los hábitats terrestres, etc.), con resultado en ese aspecto muy satisfactorio: las analíticas periódicas impuestas en las autorizaciones de vertido vienen arrojando resultados invariablemente acordes con los límites por parámetro en ellas establecidos. 

De hecho, una de las tres granjas en tierra más grandes del mundo lleva asentada casi 20 años justo en la subzona más protegida de la primera Reserva marina que se ha constituído en Galicia (la de “Os Miñarzos”, en Lira), que fue precisamente elegida como experiencia piloto hace unos años por la calidad y biodiversidad de sus aguas. Un perfecto ejemplo de convivencia entre una acuicultura bien hecha y el medio marino.
                                       Plan Acuícola de Galicia: ejemplos de criterios de selección ubicaciones de los polígonos (en tierra)
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· Criterios de rechazo
· Criterios aceptación
Ambientales

Paisaje singular. Zona dunar. Red Natura. Hábitats prioritarios, ZEPA, LIC, Ramsar
Ubicaciones con el menor impacto ambiental y visual.
Urbanísticos

Suelo urbano o urbanizable.
Preferible despoblado. Dotación infraestructuras.
Biológicos

Fondo de las rías. Proximidad a focos vertido, núcleos urbanos u otras granjas (<3,5 kms.)…
Agua oceánica; 12ºC-20ºC; salinidad cte.; columna sobre toma > 10 mts.; cota < 25 mts.; …
Sociales
Proximidad a zonas turísticas. Playas frecuentadas.
Aceptación social, Aytos. y otros. Respeto a los valores sociales, históricos y culturales de la zona.
· En la Región de Murcia, la reciente Ley autonómica 2/2007 de Pesca Marítima y Acuicultura prevé una especie de planificación territorial, al disponer el art. 74.1 que la Consejería competente “podrá declarar zonas de interés para cultivos marinos” a aquéllas que sean consideradas aptas para el “fondeo de jaulas flotantes” (art. 75.1), obviamente previo informe preceptivo y vinculante de Costas del Estado en tanto que titular  del DPM cuya ocupación se pretende.
Una aptitud para el uso acuícola agrupado que, al igual que en la previsión (mucho más detallada en este punto) de la Ley chilena, habrá de partir de la satisfactoria evaluación del amplio conjunto de factores (físico/químicos, biológicos, económicos, etc.) que determinan la triple sostenibilidad de esta actividad.
Y tal como viene configurado en la ley murciana, dentro de esas áreas declaradas aptas podrán delimitarse los polígonos de cultivos marinos, para los que desde ya se ordena fijar su respectiva densidad de producción (art. 75.1), y dentro de ellos se instalarán los viveros previas las preceptivas concesiones de ocupación de DPM y de actividad. 
Lo que nos parece más significativo de todo el texto es que la ley de Murcia arranca con una configuración del polígono tan unitaria o más que la chilena: con la confesa finalidad de garantizar la conservación del medio marino, la Administración autonómica podrá dictar normas para el funcionamiento y la “gestión integral” del polígono, es decir, un auténtico reglamento operativo del conjunto. 
Tanto es así que del cumplimiento de las normas que tengan por objeto específico la protección ambiental responderán “de forma conjunta y solidaria” todos y cada uno de los titulares de instalaciones ubicadas dentro del polígono [ex art. 75, párrafos 4 a 6, de la Ley 2/07].
En suma: a) Tres estadíos concéntricos, cada uno de los cuales tiene asignados sus requisitos de control ambiental;  y b) configuración unitaria del polígono, con recíproca responsabilidad ambiental, solidaria y objetiva (al margen de culpa individual) de todos los concesionarios radicados dentro del mismo.
Ley 2/07, de Pesca Marítima y Acuicultura de Murcia
1º)  Reserva de  ZONAS  de interés para cultivos marinos  
[( Informes previos: Costas del Estº, Defensa, puertos, navegación, turismo, ordenación litoral, ayuntamientos y medio ambiente ]

2º)  En su interior, delimitación de  POLÍGONOS  (“para fondeo de jaulas flotantes”)
 [ ( Evaluación impacto ambiental + densidad máxima + especificación especies ]

3º)  Dentro de los polígonos, concesiones de  VIVEROS   en jaulas
[ ( No EIA.-  Sí DIA ]

Art. 75. 4 a 6: Configuración unitaria del polígono frente a la Administración ambiental :

Normas comunes de gestión ambiental integral ( responsabilidad solidaria concesionarios
Pues bien, también en esto Chile ha reaccionado de manera contundente:
· 1. Como medida de choque inmediata, la ley ordena la suspensión del otorgamiento de nuevas concesiones y/o ampliaciones en las zonas hasta ahora explotadas en las regiones al sur (durante al menos 5 años en la región de Los Lagos; 2 en Aisén; y 1 en Magallanes)                  Principio de precaución + enfoque ecosistémico.-
· 2. No obstante, permite excepcionalmente su relocalización dentro de la región o fuera de ella bajo determinados requisitos (incluídas la previa Evaluación de Impacto Ambiental y la renuncia a la concesión originaria)                   [ ( Principio de precaución  +  enfoque ecosistémico  +  sostenibilidad económica ] 
· Para la relocalización, la ley declara la preferencia en el orden de adjudicación de las concesiones de reemplazo de aquéllas que sustituyan a otras ubicadas en sectores que conforme a la zonificación devengan incompatibles con su uso en acuicultura, así como aquéllas cuyos titulares haya tenido una producción de salmón coho o trucha arcoiris que represente al menos el 50% de su producción total de los dos años anteriores.
· 3. Prevé la denegación, unilateral e inmotivada (es decir, sin necesidad de justificación en la resolución que así lo acuerde, sin perjuicio de los recursos que puedan deducirse) de nuevas concesiones en aquellas zonas que la Administración pesquera decida                    Principio de precaución.-
· 4. Prohíbe en absoluto las operaciones en los centros de acopio (equivalente  a los centros de procesado, externos a los centros de cultivo), siempre que no demuestren ser capaces de utilizar tecnología o procedimientos “que aseguren que no se produce la diseminación de patógenos por intercambio de aguas en destino y se implemente un mecanismo bioseguro de descarga a las plantas de procesamiento”, todo ello de conformidad con las condiciones que al efecto se establezcan reglamentariamente                         (  [ Principio de precaución + enfoque ecosistémico ].-
· Finalmente, en una de las disposiciones transitorias la ley declara en suspenso la tramitación de nuevas concesiones en tanto no se promulgue el reglamento que ha de definir esos requisitos de bioseguridad              principio de seguridad/precaución.-
2. DISTANCIAS MÍNIMAS ENTRE VIVEROS, ENTRE POLÍGONOS Y RESPECTO DE OTROS USOS.-  RESTRICCIONES. EXCLUSIONES.
Junto con la fijación de densidades máximas y la imposición del barbecho coordinado, es una de las novedades más directamente relacionadas con el episodio ISA, y pretende erradicar el exceso de concentración de biomasa que lo desencadenó. 
La ley sienta las bases, y remite a la concreta fijación de las distancias al reglamento correspondiente.
Con ello Chile sigue la tendencia de las más recientes legislaciones europeas (Noruega, Feroe, Murcia…), y para su propia normativa representa un salto cualitativo, en la medida en que la Administración entra de lleno en la gestión operativa de la instalación, y no por razones de tipo más económico-regulatorio como en otros casos –fijación de número de cuerdas por vivero, p.ej.—, sino por razones estrictamente sanitarias y ambientales.
En lo que a las distancias atañe, son varias las disposiciones contenidas en la nueva ley, generalmente en relación con las especies no autóctonas. A este respecto se prevén diversas posibilidades, que según ordena la ley habrán de ser concretadas en el decreto supremo que establezca la zonificación del borde costero:
· A) Como regla general, se ordena que por vía reglamentaria se establezcan distancias mínimas respecto de otras actividades marítimas, especialmente para el caso de la salmonicultura. 
· B) En algunos casos concretos, además, se opta por excluir en absoluto cualquier actividad acuicultora agrupada sobre determinadas zonas marinas –por lo general situadas al sur del país—, en unos casos por razón del riesgo epizoótico que representan, y en otros por su supuesta incompatibilidad con otros usos marítimos a los que la normativa pretende preservar :
· En cuanto a éstos últimos, la ley prohíbe la acuicultura en los siguientes casos (art. 67):
· En ríos y lagos no navegables (por buques <100 Tn. registro bruto).-
· En áreas en las que existan caladeros de pesca (pendiente de concreción reglamentaria).-
· En áreas con bancos naturales de recursos hidrobiológicos, incluídas praderas naturales de algas.-
· Y el mismo precepto la declara autorizable pero con matices (condicionado a que no limite otras actividades marítimas, a tenor de los estudios técnicos y la consulta a los organismos encargados de dichos usos alternativos) cuando se solicite la concesión en áreas concurrentes con:
· Actividades pesqueras extractivas artesanales
· Canales de acceso y salida de puertos y caletas, y áreas de desarrollo portuario

· Áreas de fondeo de la Marina

· Zonas de interés turístico

· Áreas protegidas así declaradas en la “zonificación del borde costero”
· C) Para otros casos, la Ley deja previsto que la Subsecretaría de Pesca (dependiente por cierto del Ministerio de Economía, en ausencia de Mº. de Pesca) acuerde declarar “no disponible” un determinado polígono, aunque no presente patología, por considerarlo ya saturado y potencialmente peligroso pues, con la consiguiente inadmisibilidad de las solicitudes de concesión que se formulen en relación con el mismo.-
· D) Con carácter también genérico se fija la distancia mínima de una agrupación de concesiones respecto de los parques y reservas marinas: 1,5 millas.-
· E) Finalmente, para los casos de áreas terrestres protegidas (el equivalente a nuestro suelo rústico de especial protección), la ley ordena que la zonificación costera reserve una franja de exclusión de cultivos marinos de especies foráneas en la franja marina que baña los terrenos protegidos. 
También aquí se implanta una figura novedosa: es el equivalente jurídico a nuestras distintas franjas de servidumbre de protección, si bien en nuestro sistema no existe una modalidad que excluya un polígono de viveros por el hecho de tener enfrente un terreno protegido.
3. IMPOSICIÓN DE DESCANSOS DE EXPLOTACIÓN COORDINADOS

Con el conocido objeto de facilitar la absorción por el medio de la carga emitida por los centros de cultivo, la reforma también introduce la figura del descanso obligatorio, que habrá de ser en todo caso coordinado dentro del polígono respectivo, y en relación con los demás polígonos del área.
En el nuevo texto, la ley se limita a dos menciones a esta figura, suficientes para dejarla establecida pendiente de su ulterior desarrollo en vía reglamentaria:

· 1) En el artículo 2º, nº. 52.- Régimen general:

“Agrupaciones de concesiones...: En el plazo de dos meses contados desde la fecha de establecimiento de una agrupación de concesiones, el Servicio […Nacional de Pesca, a través de la Subsecretaría recién creada] dictará por resolución los programas que contengan las condiciones sanitarias a que se someterá el transporte desde y hacia los centros de cultivo de dichas agrupaciones. En el mismo plazo el Servicio, mediante resolución, establecerá los períodos de descanso por agrupación de concesiones”.
· 2) En el art. 118 ter y concordantes.- Régimen sancionador en caso de incumplimiento:
“Serán sancionados los titulares de las concesiones y autorizaciones de acuicultura que incurran en las siguientes infracciones: b) No dar cumplimiento a las condiciones de densidad o descanso en los centros de cultivo o la coordinación de las mismas en las agrupaciones de concesiones, dispuestas de conformidad con la ley y sus reglamentos”.
Las sanciones son graves: ante la primera infracción, una multa elevada (2.000 a 3.000 UTMs). En caso de reincidencia dentro de los 4 años siguientes, suspensión de actividad durante 3 años, bajo pena de revocación de la concesión en caso de incumplimiento de la suspensión o de reincidencia en los 3 años siguientes a la segunda infracción.
La ley no prevé ninguna medida adicional, como pueda ser la eventual relocalización provisional del concesionario durante el período de duración del descanso, que le va a suponer la prohibición de actividad en su concesión. 

Y es un aspecto crucial, que queda pendiente de regulación. Precisamente una de las dificultades que presenta la introducción del barbecho entre nosotros es que necesariamente deberá ir acompañado de una modificación más profunda en la legislación de Costas, que permita algún tipo de compensación o reanudación de la actividad, como sería la reserva de una especie de doble concesión para cada titular, que permita el reemplazo alternativo y recíproco entre las ubicaciones en régimen de descanso, lo cual a su vez presupone que la Administración asuma que la mitad de las concesiones van a estar aparentemente vacantes todo el tiempo. Algo que tarde o temprano se acabará generalizando.
4. FIJACIÓN DE DENSIDADES MÁXIMAS DE CULTIVO POR POLÍGONO

Regulado en el nuevo artículo 86 bis, dispone que la Subsecretaría de Pesca “deberá establecer” densidades de cultivo por especie o grupo de especies para los polígonos en los que así se determine, previo informe técnico, económico y ambiental que fundamentará la correspondiente propuesta preliminar con la densidad admisible para el polígono respectivo. 
A los concesionarios sólo se les reconoce el trámite ordinario de alegaciones por un mes, y en su caso la vía de recursos administrativos y judiciales también ordinarios. Seguidamente se dictará la resolución fijando la densidad admisible por polígono, especie y ciclo productivo. 
La densidad viene definida como “el número de ejemplares máximo a ingresar en las estructuras de cultivo al inicio de la etapa de engorde del ciclo productivo, considerando a lo menos la profundidad útil de las estructuras, la mortalidad esperada y el peso promedio de los ejemplares de la cosecha”. 

En todo caso, las densidades serán variables, y se podrán ir graduando según se vayan evaluando analíticamente los parámetros microbiológicos en cada polígono. Para ello la ley prevé que al final de cada ciclo de cultivo el concesionario pueda instar la revisión de la densidad asignada a su polígono, en función “de los antecedentes que den cuenta de su condición sanitaria”. 
_____________________________

No ha trascendido el mecanismo de control que se implantará. En muy pocos países existen ya mecanismos de prevención de la sobreexplotación; y no, desde luego, en España, donde apenas hay normativa de control ambiental y sanitario para los polígonos de cultivos en el mar. Probablemente la normativa más avanzada en este momento sea la contenida en la reciente Ley de Pesca y Acuicultura de la región de Murcia, que según vimos establece directrices escuetas pero contundentes en ese sentido. 

En Noruega es donde más han avanzado, con su Sistema de Modelización y Control de los viveros de peces, especialmente pensado para los impactos sedimentarios del salmón sobre el bentos, que analiza la capacidad de carga del emplazamiento local en varios niveles de protección, determina la biomasa admisible –de momento sólo a esos efectos limitados efectos bentónicos, que sepamos—,  y establece controles y en su casos impondrá medidas protectoras en función del nivel de protección que se asigna a cada zona.

____________________________
En todo caso, el objetivo último de la medida es la protección ambiental y sanitaria, en uno de los muchos supuestos en los que ambas finalidades prácticamente se confunden de hecho. 
La ley introduce en ese sentido, de manera explícita, la expresión “capacidad de carga” como parámetro genérico que ha de determinar la biodensidad de todos y cada uno de los polígonos (art. 87).

La lectura íntegra del precepto –que nos resulta un tanto ambiguo en este punto— se inclina por un concepto amplio de carga, que parece relacionarse con aquélla que no suponga un aporte de materia que pudiera derivar en la aparición de condiciones anaeróbicas (único parámetro que a este respecto menciona la ley), y que por tanto no comprometa la vida en el medio receptor (en todo caso, un riesgo a priori improbable en mar abierto, y para el que en todo caso será fundamental una buena caracterización territorial que permita identificar y valorar factores determinantes del grado de absorción de materia orgánica residual tales como profundidad, temperatura, hidrodinámica, etc.). 
Así resulta del reformado artículo 87:

· “…se deberán establecer reglamentariamente las medidas de protección del medio ambiente para que los establecimientos que explotan concesiones de acuicultura operen a niveles compatibles con las capacidades de carga de los cuerpos lacustres, fluviales y marítimos, que aseguren la vida acuática y la prevención del surgimiento de condiciones anaeróbicas en las áreas de impacto de la acuicultura…”.-
Por último, conviene aclarar que la novedosa imposición de densidades máximas y de descansos coordinados obligatorios –medidas definitivas que al fin y al cabo constituyen limitaciones al contenido y derechos de los títulos concesionales preexistentes a la entrada en vigor de esta ley—, no van acompañados de medidas compensatorias, como pudieran ser el aumento proporcional de la superficie de la concesión, la ampliación de las áreas apropiadas para acuicultura o la automática recolocación de los afectados.
Ésta y otras medidas explican por qué el sector ha cifrado el coste de implantación de estas reformas de 2010 en un 30% de los actuales costes productivos.
5. ESTABLECIMIENTO DE UN PAQUETE DE DISPOSICIONES SANITARIAS Y AMBIENTALES PARA LA PREVENCIÓN DE NUEVAS EPIZOOTIAS 

Además de los cuatro grandes temas (caracterización global e individual del área + estudio de impacto; distancias; descansos y densidades) que han quedado expuestos, la nueva ley ha diseminado, de un modo un tanto desordenado y disperso, una serie de disposiciones dirigidas a la prevención y protección sanitaria. Las principales son las siguientes:
· Prohibición de determinadas especies para el control de enfermedades de alto riesgo.-
Aunque la mención no parece necesaria dado que la Administración ambiental o sanitaria siempre está investida de esa potestad en la regulación de cualquier sector productivo, la ley ha querido dejarla prevista, como competencia de la Subsecretaría de Pesca.

· Inminente regulación reglamentaria del proceso de cultivo en su conjunto (hatchery, pre y engorde).-
La ley ordena que se dé inicio al trámite de promulgación del correspondiente reglamento que ordene el proceso en su conjunto, para todas las especies de cultivo y para las distintas fases productivas.
· Inminente regulación reglamentaria de las actividades auxiliares.-

Del mismo modo, ordena regular aspectos como las condiciones de procesamiento, de lavado y de desinfección; la prohibición de tránsito en las zonas infectadas de toda clase de embarcaciones auxiliares, que deberán disponer sistemas de posicionamiento automático para un control efectivo; las condiciones de transporte de los peces; o la eliminación de subproductos y residuos.
· Obligatoria monitorización permanente de parámetros mínimos.-

En concreto, y pendiente igualmente de concreción reglamentaria, el nuevo artículo 87-ter ya establece la exigencia de una monitorización on line constante, con la posibilidad técnica de transmisión automática a la dependencia administrativa de control, de los factores a priori más relevantes en la preservación de la calidad del agua, cuyos datos además deberán constar en la página web de la Subsecretaría de Pesca:

· “A fin de tener un control en línea de los parámetros ambientales de las agrupaciones de concesiones acuícolas, deberán éstas disponer de una tecnología que registre y transmita al menos indicadores de conductividad, salinidad, temperatura, profundidad, corrientes, densidad, fluorescencia y turbidez, según lo establezca el reglamento”.-
· Creación de un sistema preceptivo de realización de analíticas sanitarias.-
Hasta este momento, el sistema se autorregulaba. La voluntad del legislador (reiteramos que consensuada con el sector productor tras innumerables mesas de negociación de la nueva normativa) es implantar un mecanismo de control mucho más ordenado y estricto, similar a los que tenemos en algunas comunidades autónomas: realización de analíticas de parámetros críticos, control administrativo (bien por la propia Administración directamente o a través de las analíticas encargadas a entidades ajenas homologadas –nuestras ECAs—), y consiguiente obligación de adecuación a los límites por parámetro que se establezcan.

Con carácter mínimo y genérico, el artículo 87. b) introduce una enmienda en ese sentido con la siguiente redacción:
·  “Las condiciones aeróbicas de las concesiones de acuicultura se verificarán mediante la elaboración de informes ambientales periódicos sobre la condición aeróbica de los centros de cultivo”.-

· El artículo 86.2º. concreta algo más, y exige que los parámetros a analizar y aportar “periódicamente” a la Administración por los titulares de los centros de cultivo se refieran “…como mínimo al uso de antimicrobianos, vacunas, químicos y tratamiento de desechos”.-
Aunque la redacción de ésta y de otras prescripciones en materia sanitaria es más que perfectible, y sigue la tradición de esta ley de remitirse sin más a los futuros reglamentos de desarrollo, del estudio global de las nuevas normas se infiere la voluntad del legislador de hacer un seguimiento serio de las emisiones de los polígonos. 

Y de hecho articula un nuevo sistema de infracciones y sanciones que castiga el incumplimiento con una escala de sanciones que en vía directa van desde la multa hasta la suspensión y revocación del título concesional. 
Y en vía indirecta, la superación reiterada de los límites de sostenibilidad asignados puede provocar la denegación de renovación de la concesión tras el período inicial de 25 años, como resulta del artículo 69:
· “Las concesiones de acuicultura tendrán un plazo de 25 años y se renovarán por igual plazo, a menos que la mitad de los informes ambientales hayan sido negativos…”.-
· Establecimiento de medidas de prevención de escapes y desprendimientos.-

El nuevo artículo 87 ordena se establezcan, “entre otras, medidas para la prevención de escapes y desprendimiento de especies exóticas de cultivo, las que incluirán las referidas a la seguridad de las estructuras de cultivo atendidas las características geográficas y oceanográficas del sector, las obligaciones de reporte de estos eventos y las acciones de mitigación, que serán de costo del titular del centro de cultivo”.
Aquí simplemente se están trasladando al derecho positivo las directrices consensuadas a este respecto en Europa [( ver Guía APROMAR/Ministerio/UICN sobre desarrollo sostenible de la Acuicultura mediterránea], especialmente en domesticación de especies alóctonas: ubicación en sectores con una hidrodinámica previsible, reforzamiento de las infraestructuras para evitar fugas, articulación de protocolos de inmediata y eficaz reacción en caso de fuga accidental, e información instantánea a las autoridades.
En consonancia con la gravedad potencial de los escapes de especies alóctonas, la disposición que ordena la implementación de medidas de control va seguida del régimen sancionador correspondiente (nuevo art. 118-ter):
· “En el evento de escape o pérdida masiva de de recursos en sistemas de cultivo intensivo o el desprendimiento o pérdida de recursos exóticos en cultivos extensivos, y constatado el incumplimiento de la adopción de medidas de seguridad en los módulos de cultivo y fondeo o la mantención de las mismas en los casos que corresponda conforme al reglamento, el titular del centro de cultivo será sancionado con multa de 500 a 3.000 unidades tributarias mensuales” (la misma sanción que para el uso de fármacos o químicos prohibidos, lo que da idea del grado de gravedad que se adjudica a esa infracción).-
· Con independencia de ello, y a efectos de la imposición de otras sanciones y medidas adicionales, la ley establece además la presunción (que no admite prueba en contra) de que el escape provoca “daño ambiental” en el medio marino si el titular del centro “no recaptura como mínimo el 10% de los ejemplares en el plazo de 30 días contados desde el evento”.-

· Creación de “estaciones de desinfección” entre polígonos.-
También bajo un estricto régimen sancionador para el caso de incumplimiento, esas estaciones entrarán en funcionamiento en aquellos casos en los que la Administración haya declarado una “condición sanitaria de riesgo” entre zonas o polígonos de concesiones, cuyo tránsito (de una de mayor riesgo a otra de menor) estará totalmente prohibido salvo que las embarcaciones auxiliares sean desinfectadas en cada desplazamiento, lo que se habrá de verificar en las referidas estaciones de desinfección.
Las estaciones se emplazarán en los sectores que determine el Servicio de Acuicultura de la Subsecretaría de Pesca, “atendiendo a condiciones de bioseguridad” que se valorarán en función de las circunstancias del episodio infeccioso a controlar.

· Prohibición legal del uso profiláctico de antibióticos.-
Así lo establece con toda claridad en el reformado artículo 86, inciso 2º: 

· “Prohíbese la aplicación de antimicrobianos en forma preventiva en la acuicultura y todo uso perjudicial para la salud humana.-
· Inciso 3º.: “Los procedimientos específicos y las metodologías de aplicación de las medidas antes señaladas serán establecidos mediante programas generales y específicos dictados por resolución del Servicio”.-

· Establecimiento de condiciones de utilización y mayor control administrativo de desinfectantes y de químicos y terapéuticos.-
· Creación y publicación permanente en la web del Mº. de Pesca de un sistema actualizado e integrado de información sobre la actividad acuicultora.-
· Incorporación actualizada a dicha web de la práctica totalidad de los datos operativos internos claves para las explotaciones –varios de ellos altamente sensibles—, como son: 
· Las solicitudes de otorgamiento/renovación de concesiones, así como su ubicación, superficie y especies; 
· la situación sanitaria y el uso de antibióticos por polígono; 
· los informes obrantes en el Programa nacional de vigilancia de patologías de alto riesgo; 
· los informes medioambientales de los viveros; 
· el estado de la zonificación sanitaria (zonas libres, infectadas y en vigilancia); 
· y la relación de centros de cultivo con suspensión de operaciones por infracción ambiental.
· Reforzamiento del régimen de seguimiento, control, inspección y sanción de la actividad acuicultora.-
· Establecimiento de un sistema sancionador escalonado, que condiciona la obtención de beneficios futuros al cumplimiento de la normativa ambiental y sanitaria.-
Hasta aquí la regulación contenida en los nuevos artículos de la reforma operada en la ley publicada en abril de este año. Es un buen instrumento de partida. A partir de ahora, queda por delante desarrollarlo en vía reglamentaria y proceder a su aplicación, en primera línea por los propios productores (muy interesados a lo largo del prolongado proceso de preparación en dotarse de un régimen eficaz de salvaguarda sanitaria y medioambiental), y en la indispensable función inspectora y de control por la Administración pesquera de país.
______________________________________________________________
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